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OPINIÓN N° 056-2009/DTN
Entidad: 
Caja Municipal de Ahorro y Crédito de Trujillo 

Asunto:
Contratos Bancarios 
Referencia:
Comunicación s/n recibida con fecha 28.05.09



1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, la Gerencia de la Caja Municipal de Ahorro y Crédito de Trujillo (en lo sucesivo, la “Entidad”), consulta a este Organismo Supervisor respecto del concepto de contrato bancario, al amparo de la normativa de contrataciones del Estado.
2. 
CONSULTA Y ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en lo sucesivo, la “Ley”), y la Segunda Disposición Complementaria Final del Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en lo sucesivo, el “Reglamento”). 

En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

Ahora bien, la Entidad consulta si “¿Los servicios de canje y compensación electrónica de valores califican como un contrato bancario?, y si de acuerdo a ello ¿La consideración de contrato bancario deviene en una inaplicación de la norma de contrataciones del Estado?”

2.1
Sobre el particular, la normativa de contrataciones del Estado regula determinados supuestos en los cuales las reglas, procedimientos y requisitos que ella establece no resultan aplicables, debido a las características particulares que dichos supuestos poseen. 


Así, conforme con lo establecido en el literal e) del numeral 3.3 del artículo 3º de la Ley, ésta no es aplicable a los contratos bancarios y financieros celebrados por las Entidades.

Para estos efectos, este Organismo Supervisor en reiterados precedentes ha dotado de contenido a lo que, en materia de contratación pública, debe entenderse por “contrato bancario”
, lineamientos que responden al carácter restrictivo que debe primar sobre estos conceptos —dado que constituyen causales de inaplicación del ordenamiento general en la materia—, así como a las características especiales que ostenta el sistema de contratación pública atendiendo a los principios, reglas y objetivos que éste posee y persigue.

En ese sentido, en materia de contratación pública, los “contratos bancarios”, son aquellos acuerdos celebrados por las empresas y entidades del sistema financiero con sus clientes y usuarios —carácter que en dichas operaciones pueden asumir las Entidades públicas sujetas a la Ley—, con la finalidad de crear, regular, modificar o extinguir una relación jurídica patrimonial orientada al desarrollo de diversas operaciones de intermediación financiera, constituyendo la naturaleza e importancia de estas operaciones el sustento de que sean reguladas bajo un ordenamiento especial.


En nuestro sistema jurídico, es la Ley Nº 26702, Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones (SBS)
, reglamentada mediante las Directivas y normas que dicta la SBS, la que establece quiénes y qué operaciones bancarias o contratos bancarios se pueden celebrar.

Para estos efectos, la Ley Nº 26702 establece de manera taxativa cuáles son las operaciones o contratos bancarios que se encuentra permitido ejecutar, previa autorización de la SBS. 

En ese sentido, las operaciones o contratos bancarios que se encuentran fuera del ámbito de aplicación de la Ley, aun cuando puedan involucrar la erogación de recursos públicos, son aquellos detallados en la normativa especial, concretamente en la Ley Nº 26702 y demás disposiciones modificatorias y complementarias, que celebra una Entidad pública en su calidad de cliente o usuario.
2.2
Atendiendo a lo señalado, a efectos de determinar si la contratación de los servicios de canje y compensación electrónica de valores brindados por la Cámara de Compensación Electrónica (CCE) debe realizarse observando la Ley y su Reglamento, tendría que determinarse previamente si dichas operaciones podrían ser consideradas dentro de la definición de contratos “bancarios”, desde el punto de vista de la normativa de compras públicas que las refiere. 


Al respecto, la Entidad señala que los servicios citados que brindan las CCE consisten básicamente en: i) otorgar la posibilidad de que una empresa haga transferencias de dinero a una CCE a través de una operación electrónica para que éste a su vez haga diversas transferencias electrónicas a las instituciones financieras en los que tiene alguna cuenta los empleados de la empresa, y ii) la posibilidad de que los clientes de diversas instituciones financieras puedan pagar mensualmente los servicios de energía eléctrica, telefónica o de saneamiento a través de este sistema, sin que para ello sea necesario que las empresas de servicios públicos tengan cuentas en la misma institución financiera, siendo la CCE la encargada de efectuar dichas operaciones electrónicas.

En resumen, las CCE (también denominada Empresa de Servicio de Canje y Compensación – ESEC) brindan servicios complementarios y/o conexos a las empresas del sistema financiero (empresas bancarias, financieras, cajas, entre otras), a efectos de garantizar seguridad y eficiencia en las operaciones. 


No obstante, las CCE no constituyen empresas del sistema financiero por tanto no podrían realizar algunas de las operaciones que el artículo 221º de la Ley 
Nº 26702, Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca,  Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones (SBS), habilita efectuar con los usuarios o clientes
.


En ese sentido, las operaciones efectuadas por las CCE no se encontrarían comprendidas dentro de lo que en materia de contratación pública se conoce como “contrato bancario”. 

3.
CONCLUSIÓN
Los contratos que una Entidad pública celebre con las CCE no califican como contratos bancarios, por lo que se encontrarían dentro del ámbito de aplicación de la Ley y su Reglamento.
Jesús María, 30 de junio de 2009
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo (e)

JVF/.
� Al respecto, puede consultarse, entre otras, las Opiniones Nº 012-2008/DOP, Nº 096-2008/DOP y        Nº 097-2008/DOP. 





� Modificada mediante Decreto Legislativo Nº 1028 de fecha 22.06.08.





� Este criterio ya ha sido asumido anteriormente por este Organismo Supervisor a través de la Opinión    Nº 096-2008/DOP del 09.12.08, la cual podrá ser visualizada a través del Portal Institucional del OSCE (� HYPERLINK "http://www.osce.gob.pe" ��www.osce.gob.pe�) en el apartado referido a 2008 / Opiniones / Legislación y Jurisprudencia.





